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PLURIEMPLEO Y PLURIACTIVIDAD
I.- INTRODUCCIÓN.

Como es sabido, con carácter general, son varias las modalidades de ejercicio de la medicina privada, cuyo estudio nos permite, además, adentrarnos en el conocimiento de las distintas relaciones que se originan entre los sujetos actuantes. Lógicamente no todas ellas van a ser objeto de estudio exhaustivo por nuestra parte, sino sólo las que, de alguna manera, entrañan un ejercicio de la  medicina en el ámbito de las clínicas.
Desde este punto de vista podemos distinguir dos tipos de relaciones claramente diferenciadas: 

1.- El ejercicio de la  medicina de forma colectiva e independiente.

Dentro de esta modalidad habría que distinguir dos hipótesis diferenciadas. De una parte la odontología asociativa en establecimientos o instituciones privadas, desarrollada por el facultativo, que es contratado por la institución sin relación de dependencia laboral, y sobre la base, fundamentalmente, de un régimen de colaboración con la clínica. En tal caso, para desentrañar la problemática de la presente ponencia nos interesarán, particularmente, las relaciones constituidas entre el  profesional sanitario y el establecimiento sanitario, con preferencia a la relación existente entre dicho profesional sanitario y el paciente. 
De otra parte, la  medicina asociativa puede adquirir su máximo grado de independencia en consultorios o en equipo. En dicha hipótesis, la atención preferente habrá que situarla en las posibilidades de unión entre los diversos miembros del equipo, sin desconocer tampoco las establecidas por éstos con sus pacientes. 

El ejercicio de forma independiente en el sector privado conforma una modalidad caracterizada, entre otras cosas, por los problemas que esta dependencia ha planteado en la doctrina, concretamente, por la aparente contradicción que surge a causa de la independencia característica de toda profesión liberal, bien respecto de los establecimientos sanitarios privados, bien respecto de una empresa al margen de la sanidad pública, contando esta última con su específica normativa, que no es otra que la Ley 55/2003, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud.  

A la hora de delimitar las diversas uniones entre los sujetos actuantes en el ámbito de las clínicas, ha de significarse que se trata de una labor compleja, pues por más que intentemos simplificarlas, pueden aparecer, junto a las que nosotros expondremos, otras no carentes de interés. A modo de ejemplo, es frecuente que el paciente contrate con una sociedad médica y ésta, a su vez, con el facultativo que queda obligado a prestar sus servicios a aquél, además de concurrir la relación existente entre el médico y el paciente, no obstante su carácter peculiar, aspectos estos, todos ellos, que son tenidos en cuenta por la jurisprudencia a la hora de resolver reclamaciones de responsabilidad por los daños producidos como consecuencia de la prestación de asistencia sanitaria. 

También, es habitual la celebración de un concierto entre la entidad aseguradora y una clínica, por el que ésta se obliga a prestar la asistencia sanitaria a los asegurados que la primera determine, que se llevará a cabo por los profesionales sanitarios que se indiquen, sin que sean elegidos por el paciente. 

En suma, en el ámbito de la medicina privada, los profesionales sanitarios y los centros, servicios y establecimientos privados suelen utilizar diversas formas de vinculación entre ellos, con base en el Derecho Común, y al margen del contrato de trabajo, formas éstas que pueden sintetizarse de la siguiente manera:

1.-  Contrato de ejecución de obra. Es aquél en virtud del cual una de las partes (el profesional sanitario) se obliga a ejecutar una obra (en nuestro caso, por ejemplo, una intervención de cirugía estética)  a la otra (el paciente) por un precio cierto. 
Pueden diferenciarse, a su vez, dentro del contrato de ejecución de obra,  dos subespecies: el contrato de empresa o contrata, en el cual la obra es realizada por una organización empresarial con trabajadores propios del contratista; y el contrato de arrendamiento de obra, en el cual el contratista la realiza personalmente o, todo lo mas, auxiliado por personas de un círculo reducido y generalmente íntimo o familiar.

De las dos modalidades señaladas, solo la segunda – por motivos obvios – plantea problemas de afinidad con el contrato de trabajo, ya que, en ambos, la causa es cambiaria; no coinciden, por lo demás, ni el objeto de las prestaciones intercambiadas, ni los presupuestos sustantivos de uno y otro contrato.
En efecto, en contrato de trabajo el objeto es la propia actividad, con independencia del resultado producido por la misma, mientras que el arrendamiento de obra descansa sobre la nota del resultado, independientemente de la actividad necesaria para llegar a éste.
Es en la circunstancia anterior donde procede situar la diferenciación entre los dos tipos analizados:
1.- Por un lado, en el contrato de trabajo se intercambia trabajo o actividad personal por salario; el contrato de obra sirve, en cambio, para cambiar un resultado previamente comprometido – la actividad personal del ejecutor es irrelevante para el comitente – por un precio cierto.
2.- De otro lado, el trabajo del ejecutor no reúne los caracteres constitutivos de ajenidad y dependencia en sentido jurídico laboral (el criterio de la dependencia, aun no siendo válido para distinguir en todo caso el arrendamiento de obra y el de servicios, presenta gran interés en la delimitación del contrato de trabajo o laboral frente al arrendamiento de obras o servicios, traducido en la imposibilidad de ejercitar los tradicionales poderes directivos y de conformación que tiene el empresario). 
La mayor parte de los problemas de calificación surgen cuando la remuneración del trabajador es a destajo obligando a resolver cuando el destajista es verdadero trabajador y cuando empresario o contratista, habida cuenta en su forma más pura, acusa gran semejanza con la remuneración del arrendamiento de obra: al no estimar la cantidad de tiempo invertido en la realización del trabajo, parece dibujar un verdadero contrato de ejecución de obra. A este respecto, los criterios de la dependencia y retribución aparecen como único punto de referencia, todo ello en virtud de los siguientes razonamientos: 

· La doctrina mantiene como criterio de distinción entre el ejecutor de obra y el trabajador retribuido a destajo la incorporación de éste al círculo rector, organizativo y disciplinario de la empresa, mientras que aquél es el director de su propio trabajo.

· Por otra parte, en la ejecución de obra el precio o estipendio aparece siempre ajustado a un tanto alzado, como contraprestación única de un resultado final en función de su valor; en el destajo, en cambio, adquiere importancia la cantidad de trabajo, para garantizar el trabajador un salario mínimo, sin referencia a un precio global. 
El criterio para distinguir ambos supuestos consiste en la valoración en su conjunto de las circunstancias anteriormente descritas, sobre todo la retribución, ya que si el ejecutor persigue obtener un lucro especial o ganancia aleatoria, notablemente superior a la compensación normal del trabajo dependiente, no podremos decir que estamos ante la institución del contrato de trabajo.

2.- Contrato de sociedad.  Mientras que en el contrato de trabajo el trabajador y el empresario persiguen intereses contrapuestos, en el contrato de sociedad, la naturaleza es asociativa, al aparecer las prestaciones dirigidas a un fin común. 
La consecuencia de la causa asociativa será la comunidad tanto de gestión como de riesgos (positivos y negativos). Por su parte, la igualdad entre los socios es incompatible con la subordinación jurídica o dependencia y la ajenidad (cada uno de los contratos – contrato de trabajo y contrato de sociedad – cumplen una función económica propia, generando situaciones jurídicas diferentes tanto en la estructura como en los objetivos). 
Sin embargo, la institución cuyo estudio puede dar lugar a confusiones, por ofrecer mayores semejanzas con el trabajador asalariado es la del socio industrial o socio del trabajo, cuya aportación social consiste solamente en trabajo o industria. 
Desde un punto de vista meramente teórico, las posibilidades de confundir las figuras del socio industrial y del trabajador asalariado se cierran cuando éste queda a cubierto de los riesgos de la empresa, mientras que la condición de socio trabajador comporta, invariablemente, tanto la participación en beneficios cuanto la asunción proporcional de pérdidas.
La posibilidad de eximir al socio industrial de toda responsabilidad en las pérdidas, habilitada por el Código Civil, (Artículo 1691, según el cual “es nulo el pacto que excluye a uno o más socios de toda parte en las ganancias o en las pérdidas. Sólo el socio de industria puede ser eximido de toda responsabilidad en las pérdidas. Sólo el socio de industria puede ser eximido de toda responsabilidad en las pérdidas”) no puede ser entendida como una garantía de salario mínimo  ya que, en todo caso, el socio, aun cuando quede exonerado de participar en desembolsos ulteriores en atención a su mayor debilidad económica, siempre arriesga, al menos, su aportación inicial.

Si bien la prestación laboral del socio industrial puede ser concebida como subordinada a los poderes directivos y disciplinarios del órgano con funciones de empresario, en realidad ésta es sólo una exigencia derivada de las contingencias o necesidades organizativas, dando lugar a una subordinación de carácter técnico que en modo alguno puede equipararse a la dependencia característica del contrato de trabajo.

En consecuencia, no se puede confundir a quien aporta su trabajo a una sociedad con quien presta sus trabajos en virtud de un contrato de servicios o de trabajo. Aquél lo hace en virtud de un título o estado de socio; este lo hace por un título distinto. El primero es socio, y el segundo tiene la condición de trabajador. 

3.- Cooperativas.

La institución del fenómeno cooperativo significa la asociación de personas físicas constituidas en persona jurídica dirigida a intervenir en el mercado de bienes y servicios, que recibe prestación de trabajo tanto de sujetos ajenos al ente, respecto a quienes actúa como verdadero empresario laboral (el no socio que presta servicios laborales a la cooperativa es trabajador dependiente por cuenta ajena; sujeto de un contrato de trabajo regulado por el Estatuto de los Trabajadores), como de los asociados, apareciendo en este último supuesto dudas sobre la naturaleza jurídica de la prestación. 

Un examen de la Ley de Cooperativas ( Ley 27/1999, de 16 de julio) , permite concluir, en principio, el carácter no laboral tanto del socio trabajador de las cooperativas de trabajo asociado, conforme establece expresamente su artículo 81, al calificar como societaria su relación con la cooperativa, como del socio – trabajador de las cooperativas de explotación comunitaria de la tierra.

Sin embargo, el estudio detenido de los preceptos destinados por la norma a la regulación de estos sujetos muestra, de forma clara, la imposibilidad de prescindir totalmente de institutos propios del Derecho del Trabajo, dadas las innegables analogías entre ambas relaciones (período de prueba, jornada, régimen disciplinario, descanso, fiestas, vacaciones, excedencias y suspensión del contrato...).

La Ley procede así a una cooperativización, a partir de cierta asimilación del socio trabajador al socio de la sociedad capitalista, quien puede obligarse, conforme a sus estatutos, a realizar aportaciones de trabajo, sin perjuicio de conocer al tiempo el fuerte paralelismo presente en la regulación existente de cooperativas entre el socio – trabajador y el trabajador por cuenta ajena, al gozar aquél de una posición social y económicamente equiparable. 

4.- Contrato de mandato. Conforme al artículo 1709 del Código Civil “por el contrato de mandato se obliga una persona a prestar algún servicio o a hacer alguna cosa, por cuenta o encargo de otro”

En cuanto al conducto jurídico para la sujeción a Derecho de ciertas prestaciones de servicios, como las sanitarias, conviene proceder a la dificultosa tarea de distinguir el contrato de trabajo del contrato de mandato.

Es lugar común en la doctrina, tanto civil como laboral, negar su posible confusión, en atención al carácter naturalmente gratuito del mandato, contrario a la naturaleza típicamente onerosa del contrato de trabajo, pues frente a una presunción de gratuidad, legalmente establecida en el contrato de mandato, se opone la remuneración u onerosidad del contrato de trabajo como elemento esencial de éste.

El instituto civil comprende, por esencia, la facultad de rescisión unilateral incondicionada del mandante, lo cual choca con las fortísimas limitaciones impuestas por el Derecho del Trabajo a la extinción del contrato de trabajo por voluntad del empresario.

Tampoco encaja, en fin, con el carácter intuitu personae propio de la relación laboral la posibilidad otorgada al mandatario de nombrar sustituto por el Código Civil.

Estas diferenciaciones, correctas desde un punto de vista teórico no aportan, sin embargo, adecuada solución a los problemas planteados por las complejas relaciones fronterizas (se elude, por ejemplo, un pronunciamiento sobre los supuestos en que se concierta nominalmente un contrato de mandato en el que el mandatario está retribuido, tiene prohibido nombrar sustituto y el mandante no usa de su derecho de revocación; a lo sumo impide identificar ambos contratos y entender que el mandato retribuido es un contrato de trabajo, pues el criterio distintivo será, sobre todo, la ausencia de dependencia jurídica, habida cuenta la sumisión del mandatario a las instrucciones del mandante, no tiene aquí connotaciones de subordinación, como las tiene cuando se habla de órdenes e instrucciones a las que se somete el trabajador dependiente, sino, por el contrario, de límites que definen el encargo objeto del mandato.

Por consiguiente, la posición del mandatario no es de subordinación o dependencia, ya que la tenencia del poder, aún limitado, le hace autónomo o independiente; su trabajo (gestión) no es dirigido, sino que él mismo es el director de su trabajo. 

5.- Contrato de agencia.

El contrato de agencia tiene naturaleza mercantil, pero puede generar confusiones en la comparación con la relación laboral especial de quienes intervienen en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios sin asumir el riesgo.

La delimitación entre mediación mercantil no laboral y mediación laboral, pero especial, viene dada por la falta de ajenidad en el primer supuesto, la diferenciación entre éstas y el contrato de agencia ha partido de hacer hincapié en la nota de dependencia y en la falta del intuitu personae, habida cuenta de que el agente puede asumir o no el riesgo de la operación en la que interviene, pero, en cualquier caso, goza de independencia funcional en su actuar y puede ser una persona jurídica o un empresario en sentido laboral.

De cualquier forma, la delimitación, aún pareciendo sencilla, suele obedecer y ser efectuada por la jurisprudencia de forma casuística.

6.- Arrendamiento de servicios. 

La vinculación histórica de este contrato al de trabajo,  así como la inclusión en su momento del contrato de trabajo en el seno del Código Civil – dentro del arrendamiento de servicios,  en los artículos 1583 a 1587, exiguos y ya entonces insuficientes preceptos, dificulta en grado sumo la tarea de deslinde al tener ambos contratos el mismo origen común - .

La comprensión de las relaciones entre ambas figuras contractuales, plagadas de zonas grises (las fronteras entre el contrato de trabajo y el arrendamiento de servicios son borrosas y difíciles, resultando necesario examinar y valorar las circunstancias concurrentes en cada caso concreto), pasa por reconocer la existencia de una permanente relación dialéctica en virtud de la cual la expansión de una habrá de tener aparejada, necesariamente, la contracción de la otra, dando lugar a un prolongado proceso evolutivo desde la emancipación del contrato de trabajo, o separación del Derecho del Trabajo e su originaria matriz contractual – civilista  - favorecida por la vis atractiva de la relación laboral.

La tendencia expansiva del derecho individual del trabajo encontró cauce apropiado en un proceso histórico de trasvase creciente de trabajadores subordinados y por cuenta ajena desde el arrendamiento civil de servicios al contrato de trabajo, evolución culminada con la laboralización última de los servicios domésticos y de los altos directivos.

Frente a tal fenómeno, el tipo contractual de arrendamiento de servicios resulta aplicable tan sólo a las prestaciones de servicios realizadas sin la nota de ajenidad y dependencia. La cuestión sigue siendo compleja, por ello, no en vano, se toma como criterio divisor el criterio de dependencia o subordinación.

Llegado el Derecho del Trabajo a su madurez como disciplina, parece carecer de sentido la pretensión ilógica de adherir a su régimen cualquiera relaciones de prestación de servicios y como tal ha sido asumida en la actualidad pues “ si hasta hace unos años la modificación en la estructura productiva tenía como efecto la laboralización de las zonas anexas al Derecho del Trabajo ahora, y sin perjuicio de posibles reflujos y contradicciones, lo que se aprecia es la contracción o reducción de la relación laboral típica.

De todo lo anteriormente expuesto se deduce, con toda claridad, que en la práctica no es fácil diferenciar la prestación de servicios sanitarios en base a fórmulas previstas en el Derecho Civil o en el Derecho Mercantil, de otras fórmulas de prestación de servicios insitas en el Derecho Laboral. 
La indeterminación y amplitud genérica de las notas legales que definen el contrato de trabajo obligan a la doctrina y la jurisprudencia a una tarea de concreción constante que ha hecho señalar a la doctrina que el Derecho del Trabajo se desarrolla más mediante la jurisprudencia que a través de los convenios colectivos o de las leyes.

La interpretación dulcificadora que la jurisprudencia ha venido llevando a cabo sobre el requisito de la dependencia como elemento típico del contrato de trabajo ha propiciado la expansión de las fronteras del contrato laboral y, por ende, del Derecho del Trabajo. 

Es notorio también que tanto la Ley como la doctrina y la jurisprudencia han tasado y especificado los rasgos de la relación laboral que constituyen el objeto propio de esta rama del ordenamiento jurídico y que, cualquier intento de expansión del Derecho del Trabajo debe pasar por la relajación, o en su caso, supresión o inexigibilidad de tales presupuestos, provocando un replanteamiento metodológico y una revisión del elemento material de la disciplina dirigido a su análisis  - si dicha tendencia es considerada viable y/o conveniente – como el Derecho Profesional de todas las relaciones de trabajo en sentido amplio. En especial de todos los contratos que han sido definidos por la doctrina francesa como “contratos de dependencia”, término éste en  el cual quedan incorporados todos los contratos  en los cuales tiene lugar una dependencia económica.

De todas formas, las características apuntadas – entendidas desde un punto de vista más o menos estricto – determinan la posibilidad de diferenciar o distinguir el contrato de trabajo de cualquiera otras formas de contratación privada de servicios (constatado cómo esto es lo que tiene lugar en el contrato de trabajo y que no se produce en otro tipo de negocio jurídico, para después, elaborando un razonamiento abstracto, conseguir establecer la naturaleza autónoma que sirva de índice de solución para calificar situaciones fronterizas), pues es el producto de la libre voluntad de las partes, que intercambian bienes mercantilmente iguales – trabajo y remuneración – en las condiciones que determina el libre juego del mercado.

Para el estudioso de la parcela social del Derecho, figura como el modelo típico de cooperación social inherente al proceso de producción de bienes y servicios, pero tal dato no puede ocultar cómo no todas las relaciones de cooperación cuyo objeto sea el trabajo poseen naturaleza laboral, pues en puridad, las relaciones de trabajo, en la aceptación omnicomprensiva del término se canalizan mediante diferentes instituciones; todas ellas receptoras de un dato social fundamental y de una misma magnitud de la realidad: desarrollar uno o varios cometidos por cuenta de otra persona; en definitiva, trabajar por cuenta de otra persona ha sido una circunstancia cuya traducción jurídica se canaliza mediante instituciones y mecanismos diferentes.

Por esta circunstancia figura con carácter obligatorio la referencia a instituciones o figuras contractuales al contrato de trabajo, dada la coexistencia de éste - auténtico Derecho de frontera - con otros tipos o figuras también destinadas a proporcionar cobertura a una prestación de trabajo en régimen de alteridad. Todo ello habida cuenta la coexistencia jurídica del contrato del trabajo con una serie de zonas de calificación jurídica dudosa o ambigua.

La delimitación de estos otros contratos, civiles o mercantiles, frente al laboral ha de realizarse, pues, analizando y estudiando los presupuestos sustantivos y averiguando la causa de cada uno de ellos. 

Y esta diferenciación entre fórmulas de vinculación entre profesional sanitario y centro, servicio o establecimiento sanitario basadas en el Derecho Privado, Civil o Mercantil, y fórmulas de vinculación basadas en el Derecho del Trabajo no resulta intrascendente para dichos profesionales y centros sanitarios pues, sabido es también, que las relaciones jurídicas que se entablan entre ellos con base en el Derecho Privado presentan ciertas ventajas como son, entre otras, que, a través de estas últimas, los profesionales sanitarios pueden compatibilizar la actuación en el centro, servicio o establecimiento sanitario con su clínica particular o con su actividad en otros centros sanitarios; o razones de carácter fiscal y social, ya que las relaciones sanitarias basadas en el Derecho Privado tienen un coste tributario y de seguridad social inferior para el profesional y para el centro sanitario, entre otras cosas porque la  disminución – en ciertas fórmulas privadas como por ejemplo en el contrato de sociedad – de los costes tributarios (aplicación del Impuesto de Sociedades y no del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas) supone unos menores costes sociales y, desde el punto de vista de la seguridad social, se eliminan los costes propios de las cotizaciones, hechos éstos que normalmente permiten pactar en los contratos privados mayores retribuciones con el consiguiente beneficio económico para el profesional sanitario y para el centro sanitario.
II.- EL PLURIEMPLEO Y LA PLURIACTIVIDAD EN LOS CRITERIOS TÉCNICOS DE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Nº 62/2008 Y 72/2009, SOBRE RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL APLICABLE A LOS PROFESIONALES SANITARIOS DE LOS ESTABLECIMIENTOS SANITARIOS PRIVADOS.

Los Criterios Técnicos citados con anterioridad se refieren a la determinación de los requisitos generales aplicables en el sector de los establecimientos sanitarios privados para determinar el régimen de seguridad social aplicable a los profesionales sanitarios.

Como es obvio, las previsiones contenidas en los referidos criterios solamente serán de aplicación en el caso de que se acredite que, entre los profesionales sanitarios que ejercen privadamente y el centro, servicio o establecimiento privado con el que se hallan vinculados subyace una relación laboral y, por ende, no sometida al Derecho Privado en alguna de las formas a que se ha hecho referencia en el epígrafe anterior.
El Criterio Técnico nº 62/2008 no contemplaba, entre las instrucciones contenidas en el mismo, ninguna mención al pluriempleo y la pluriactividad.

Por el contrario, el Criterio Técnico nº 79/2009, que sustituye y deroga al citado en el párrafo anterior, de forma específica, dispone que “se considerarán, en su caso, aquellas situaciones en las que concurra el supuesto de pluriempleo o pluriactividad, con el tratamiento específico y con el alcance que en  cada caso proceda, de conformidad con lo señalado en el artículo 110 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social y en el Reglamento General sobre cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad  Social, aprobado por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre”.
III.- LA REGULACIÓN DEL PLURIEMPLEO Y LA PLURIACTIVIDAD EN LA NORMATIVA SOBRE SEGURIDAD SOCIAL.

Reiterando lo anteriormente dicho sobre que, solamente en el caso de que, en la relación existente entre profesional sanitario y centro, servicio o establecimiento sanitario, se reúnan las notas características de la relación laboral ( voluntariedad en la prestación de servicios, remuneración de dichos servicios, prestación de los servicios por cuenta ajena, y dependencia por encuadrarse el profesional sanitario dentro del ámbito de organización del empleador, conforme a lo establecido en el artículo 1. 1 del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores), y con exclusión por tanto de las formas de relación entre profesional sanitario y centro, servicio o establecimiento sanitario basadas en el Derecho Privado,  entra en juego la problemática relativa al pluriempleo y la pluriactividad a los efectos laborales y de seguridad social y ello porque la relación de trabajo y la relación de seguridad social corren paralelas, de tal forma que  el inicio de la relación laboral, por primera vez, de un trabajador da lugar a su afiliación y alta en el régimen de seguridad social correspondiente; durante su prestación de servicios laborales se encuentra en situación de alta en Seguridad Social; cuando se halla de baja por enfermedad en la empresa y se suspende la relación laboral, se encuentra en seguridad social en una situación asimilada al alta y percibe las prestaciones correspondientes por incapacidad temporal, y así sucesivamente, de tal forma que solamente a través de la relación de trabajo se accede por los trabajadores a los derechos y los beneficios asociados con el empleo y con las prestaciones de seguridad social, de tal forma que la acreditación de la relación laboral es condición “sine qua non” para la aplicación de la normativa reguladora de la seguridad social.
Sentado lo anterior, se entiende por pluriempleo la situación del trabajador por cuenta ajena que preste sus servicios profesionales a dos o más empresarios distintos y en actividades que den lugar a su alta obligatoria en un mismo Régimen de la Seguridad Social. 
Brevemente, debe decirse al respecto que, en dicha situación de pluriempleo, sí es aplicable el tope máximo de cotización y, por supuesto, también el tope máximo para las bases de cotización que acredite el pluriempleado. En ningún caso el interesado puede devengar más de una prestación por cada contingencia, aunque el importe de la misma puede ser superior a aquella que obtendría de realizar un único trabajo.

Y, se entiende por pluriactividad la situación del trabajador por cuenta propia y/o ajena cuyas actividades den lugar a su alta obligatoria en dos o más Regímenes distintos del Sistema de la Seguridad Social. 
Lo característico de esta situación es que, en la pluriactividad, no es aplicable el tope máximo de cotización, aunque sí queda topada la suma de todas las bases de cotización que correspondan al pluriactivo. Pero el interesado puede devengar dos o más prestaciones en función de los regímenes del sistema a los que pertenezca.

La normativa de seguridad social reguladora de ambas instituciones, de las que se infieren las características legales del pluriempleo y la pluriactividad en orden a las situaciones de afiliación y alta en el sistema de la seguridad social, la cotización al sistema de la seguridad social y las prestaciones del sistema de la seguridad social, es la siguiente: 

1.- Ley General de la Seguridad Social, aprobada por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en los artículos que se mencionan a continuación, se refiere al pluriempleo y a la pluriactividad, señalando lo siguiente:
- Artículo 8. Prohibición de inclusión múltiple obligatoria.

1. Las personas comprendidas en el campo de aplicación del sistema de la Seguridad Social no podrán estar incluidas por el mismo trabajo, con carácter obligatorio, en otros regímenes de previsión distintos de los que integran dicho sistema.
2. Los sistemas de previsión obligatoria distintos de los regulados en esta Ley, que pudieran tener constituidos determinados grupos profesionales, se integrarán en el Régimen General o en los Regímenes Especiales, según proceda, siempre que resulte obligatoria la inclusión de los grupos mencionados en el campo de aplicación de dichos Regímenes.
El precepto citado es más interesante por las consecuencias que permite que por las afirmaciones que realiza. Básicamente, consisten las segundas en prohibir el aseguramiento  obligatorio en regímenes de previsión externos al sistema de la seguridad social cuando el trabajo tomado en cuenta a tal efecto haya dado lugar al encuadramiento imperativo en dicho sistema de la seguridad social.
Implícitamente, en cambio, el artículo 8 de la Ley General de la Seguridad Social, permite que, por la realización de distintos trabajos, una persona incluida en el campo de aplicación del sistema de la seguridad social pueda encuadrarse en dos o más de sus regímenes, cotizando en cada uno de ellos, o bien aportar todas las cuotas por dos o más trabajos a un solo régimen si la realización de los mismos obliga a la inclusión en éste. A la primera situación se la denomina, como se ha visto antes, pluriactividad y a la segunda pluriempleo.

El precepto comentado ha sido interpretado por la jurisprudencia en el siguiente sentido:

· En los casos de pluriempleo corresponde una prestación única, sumando todas las bases de cotización aunque se superpongan (Sentencias de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 20 de abril de 1993  - Repertorio de Aranzadi 3341 - y 22 de julio de 1998 - Repertorio de Aranzadi 8545 -).

· Inviabilidad de aplicar a la situación de pluriactividad las normas relativas al pluriempleo ( Sentencias de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 14 de abril  de 1992  - Repertorio de Aranzadi 2650 – y 20 de abril de 1994 – Repertorio de Aranzadi 3341 - ). En el mismo sentido, la Sentencia del Tribunal Constitucional 39/1992 declara que no son identificables el pluriempleo y la pluriactividad, por tratarse de situaciones claramente diferenciadas en el terreno de la legalidad ordinaria.
· Un profesional liberal que compatibilice su actividad por cuenta propia con un trabajo por cuenta ajena, ha de estar incluido en el régimen especial de trabajadores autónomos y en el régimen general de la seguridad social (Sentencias de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 19 de diciembre de 2000 – repertorio de Aranzadi 2221 - ). La Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de octubre de 2000 – Repertorio de Aranzadi 1423 – en relación con una profesión liberal, como es la de graduado social que guarda gran analogía con la de los médicos que prestan sus servicios para la medicina privada, declara que el graduado social colegiado y ejerciente de su profesión liberal que, además, presta servicios para una empresa en régimen de dependencia, ha de estar incluido necesariamente en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos y en el Régimen General de la Seguridad Social, respectivamente. Porque no puede entenderse que se trate de una actividad común, sino de dos ocupaciones delimitadas en tiempo, lugar y manera.
- Artículo 46. Consideración como pensiones públicas.

Las pensiones abonadas por el Régimen General y los Regímenes Especiales, así como las de modalidad no contributiva de la Seguridad Social, tendrán, a efectos de lo previsto en la presente sección, la consideración de pensiones públicas, a tenor de lo establecido en el artículo 37 de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 1990.
El citado artículo 46 determina de forma indirecta qué prestaciones merecen la consideración de pensiones públicas, pero no es hasta la promulgación de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1984 cuando se inicia un tratamiento unitario de las pensiones financiadas con cargo a fondos públicos, hasta el punto de que se habla por la doctrina, al efecto, de un “derecho común de las pensiones públicas”. En el prevalecería, sobre otros aspectos más circunstanciales como, por ejemplo, su estructuración en regímenes de previsión, el hecho de que su financiación se realizara a través de fondos públicos. Lo cierto es que, sin ignorar este intento sistematizador, el artículo 46 de la Ley General de la Seguridad Social no pasa de remitirse al artículo 37 de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1990, donde, más que definición, lo que se contiene es una enumeración casuística de las pensiones que se financian con fondos públicos, así como de atribuirles unos efectos muy concretos: la revalorización de dichas pensiones y los importes máximos y mínimos que les corresponden.
A estos efectos concretos, son pensiones públicas de acuerdo con la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1990, las siguientes:

· Un primer grupo constituido por  las pensiones abonadas con cargo al régimen general de la seguridad social y a los regímenes especiales del sistema de la seguridad social, así como las modalidades no contributivas de la seguridad social; incluyéndose también en este grupo las pensiones de carácter asistencial abonadas por la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas en virtud de la Ley 45/1960, de 21 de julio, sobre creación de fondos nacionales para la aplicación social del impuesto y del ahorro, y, de igual modo, los subsidios económicos de garantía de ingresos mínimos y de ayuda por tercera persona previstos en la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de Minusválidos.

· Un segundo grupo, incluye las abonadas por el Régimen de Clases Pasivas del Estado y, en general, las que lo son con cargo a créditos de la Sección 7ª del Presupuesto de Gastos del Estado; las abonadas por los Sistemas o Regímenes de Previsión de las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales y por los propios Entes Públicos; y, en fin, las correspondientes al Fondo Especial de la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, a los Fondos Especiales del Instituto Social de las Fuerzas Armadas y de la Mutualidad General Judicial y al Fondo Especial del Instituto Nacional de la Seguridad Social.
· Un tercer grupo, del que formarían parte las prestaciones abonadas por las Mutualidades, Montepíos y Entidades de Previsión Social que se financien en todo o en parte con fondos públicos, al igual que las prestaciones abonadas por empresas o sociedades con participación mayoritaria, directa o indirecta, en su capital del Estado, Comunidades Autónomas o Corporaciones Locales y Organismos Autónomos creados por alguno de los anteriores, ya sean pagadas directamente por ellos, ya mediante la suscripción de la correspondiente póliza de seguro con una institución distinta, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de ésta o por las Mutualidades o Entidades de Previsión de aquellas en las cuales las aportaciones directas de los causantes de la pensión sean suficientes para la cobertura de las prestaciones a sus beneficiarios y su financiación se complemente con recursos públicos, incluidos los de las propia empresa o sociedad.

- Artículo 47. Limitación de la cuantía inicial de las pensiones.

El importe inicial de las pensiones contributivas de la Seguridad Social por cada beneficiario no podrá superar la cuantía íntegra mensual que establezca anualmente la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.
Como es sabido, la determinación de la cuantía inicial de las pensiones contributivas del sistema de la seguridad social se regula por las normas específicas de cada una de ellas, constituyendo los artículos 46 a 51 de la Ley General de la Seguridad Social las normas generales aplicables a las mismas. El cálculo de las pensiones se efectúa aplicando un porcentaje, determinado legal o reglamentariamente, sobre la base reguladora, no pudiendo rebasar esta última el tope máximo señalado para las bases de cotización en los artículos 110 y 120 de la citada Ley General de la Seguridad Social. A su vez, el resultado de esta operación tiene un nuevo límite: el que resulta del presente artículo 47. De este modo, el reconocimiento inicial de las pensiones contributivas está limitado también por la cuantía que, como importe máximo de las mismas, señale anualmente la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.
Este precepto ha sido interpretado por la jurisprudencia, la cual ha señalado al respecto que:

· El establecimiento temporal de un tope o límite a la cuantía de las pensiones públicas en la Ley de Presupuestos, no puede considerarse improcedente desde un punto de vista constitucional, ya que el límite temporal que para la percepción de las pensiones impone el precepto legal supone una reducción directa de los gastos presupuestarios (Sentencia del Tribunal Constitucional 83/93).

· La finalidad que persigue el establecimiento del tope máximo legal en los supuestos de concurrencia de pensiones públicas es la de impedir que el conjunto de éstas percibidas por un mismo beneficiario excedan de ese límite. El objeto es evitar una carga excesiva sobre los presupuestos de la seguridad social, con base en razones de una elemental solidaridad y en razón de entender que la cuantía resultante de la aplicación de esos topes es totalmente adecuada en orden a la protección social que le es propia ( Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, dictada en unificación de doctrina, de 23 de noviembre de 2000)
- Artículo 110. Topes máximo y mínimo de la base de cotización.

1.- El tope máximo de la base de cotización, único para todas las actividades, categorías profesionales y contingencias incluidas en este Régimen, será el establecido, para cada año, en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.

2.- El tope máximo de la base de cotización así establecido será aplicable igualmente en los casos de pluriempleo. A los efectos de la presente Ley se entenderá por pluriempleo la situación de quien trabaje en dos o más empresas distintas, en actividades que den lugar a su inclusión en el campo de aplicación de este Régimen General.  
El tope máximo de la base de cotización señalado en el artículo transcrito es aplicado en los supuestos de pluriempleo, pero no de pluriactividad. En los casos de pluriempleo, el tope máximo se distribuye entre los sujetos obligados a cotizar en proporción a las retribuciones abonadas en cada una de las empresas en las que preste servicios el trabajador, sin que, respecto a las contingencias comunes, la fracción del tope máximo que se asigne a cada empresa pueda ser superior a la base máxima (límite máximo relativo) de la categoría profesional del trabajador, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 9. 1. 3º del Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General sobre cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social.
- Artículo 120. Cuantía de las prestaciones.

1. La cuantía de las prestaciones económicas no determinada en la presente Ley será fijada en los Reglamentos Generales para su desarrollo.

2. La cuantía de las pensiones se determinará en función de la totalidad de las bases por las que se haya efectuado la cotización durante los períodos que se señalen. Tales bases serán de aplicación asimismo a las demás prestaciones económicas cuya cuantía se calcule en función de bases reguladoras.

La cotización adicional por horas extraordinarias a que se refiere el artículo 111 de esta Ley no será computable a efectos de determinar la base reguladora de las prestaciones.

En todo caso, la base reguladora de cada prestación no podrá rebasar el tope máximo que, a efectos de bases de cotización, se prevé en el artículo 110.

3. En los casos de pluriempleo, la base reguladora de las prestaciones se determina en función de la suma de las bases por las que se haya cotizado en las diversas empresas, siendo de aplicación a la base reguladora así determinada el tope máximo previsto en el apartado anterior.
La determinación de la cuantía de las prestaciones de la seguridad social es, seguramente, la parcela de este ordenamiento jurídico en que con mayor intensidad se advierte su siempre recordada complejidad normativa. 
Buen ejemplo de esta complejidad lo constituye el que no resulta exacto la redacción dada al primer apartado del artículo que se comenta, cuando indica, como si se tratase de fuentes excluyentes, que la cuantía de las prestaciones económicas se determina, bien por la propia Ley General de la Seguridad Social, bien en los reglamentos generales de desarrollo. La realidad, por el contrario, es más variada, pudiéndose distinguir prestaciones cuya cuantía está determinada directamente por la ley, otras cuyos elementos de cálculo se regulan por la ley en su totalidad y otro grupo en el que la ley se ocupa solamente de regular algunos de esos elementos dejando al reglamento  la tarea de desarrollo y complemento de las previsiones legales, de tal modo que se puede establecer la siguiente clasificación, atendiendo a la fuente normativa que regula la cuantía de las prestaciones:
· Fijación directa por la ley de la cuantía de las prestaciones. Son las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, y no la Ley General de la Seguridad Social, las que se ocupan de establecer directamente la cuantía de determinadas prestaciones, como la de invalidez y jubilación no contributiva.

· Regulación por la Ley General de la Seguridad Social de la totalidad de los elementos a tener en cuenta en cada caso para el cálculo de las prestaciones (base reguladora, porcentaje, coeficientes reductores, límite  máximo…), como ocurre con  la pensión de jubilación contributiva.

· Regulación por la Ley General de la Seguridad Social de alguno o algunos de los elementos de cálculo de las pensiones y remisión expresa o implícita al reglamento para completar la regulación. Este es el sistema más general, y se aplica a las siguientes prestaciones: incapacidad temporal, maternidad y riesgo durante el embarazo, prestaciones que consisten en un porcentaje sobre una base reguladora (artículos 129, 133 quáter y 135 de la Ley General de la Seguridad Social), incapacidad permanente parcial y lesiones permanentes no invalidantes que consisten en indemnizaciones a tanto alzado, pensiones por incapacidad permanente en sus grados de total, absoluta y gran invalidez, auxilio por defunción e indemnizaciones por muerte en accidente de trabajo, pensiones por muerte y supervivencia (viudedad, orfandad y a favor de familiares)
- Artículo 162. 1 y 5 Base reguladora de la pensión de jubilación contributiva.
1. La base reguladora de la pensión de jubilación, en su modalidad contributiva, será el cociente que resulte de dividir por 210, las bases de cotización del interesado durante los 180 meses inmediatamente anteriores a aquel en que se produzca el hecho causante.
1. El cómputo de las bases a que se refiere el párrafo anterior se realizará conforme a las siguientes reglas, de las que es expresión matemática la fórmula que figura al final del presente apartado.

1. Las bases correspondientes a los 24 meses anteriores a aquel en que se produzca el hecho causante se computarán en su valor nominal.

2. Las restantes bases de cotización se actualizarán de acuerdo con la evolución que haya experimentado el índice de precios al consumo desde el mes a que aquéllas correspondan, hasta el mes inmediato anterior a aquel en que se inicie el período a que se refiere la regla anterior.


Siendo:

· Br = Base Reguladora.

· Bi = Base de cotización del mes i-ésimo anterior al causante.

· Ii = Índice General de precios al consumo del mes i-ésimo anterior al del hecho causante.

Siendo i = 1, 2,..., 180.

2. Si en el período que haya de tomarse para el cálculo de la base reguladora aparecieran meses durante los cuales no hubiese existido obligación de cotizar, dichas lagunas se integrarán con la base mínima de entre todas las existentes en cada momento para trabajadores mayores de dieciocho años.

En los supuestos en que en alguno de los meses a tener en cuenta para la determinación de la base reguladora, la obligación de cotizar exista sólo durante una parte del mismo, procederá la integración señalada en el párrafo anterior, por la parte del mes en que no exista obligación de cotizar, siempre que la base de cotización correspondiente al primer período no alcance la cuantía de la base mínima mensual señalada. En tal supuesto, la integración alcanzará hasta esta última cuantía.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 del artículo 120, para la de terminación de la base reguladora de la pensión de jubilación, en su modalidad contributiva, no se podrán computar los incrementos de las bases de cotización, producidos en los dos últimos años, que sean consecuencia de aumentos salariales superiores al incremento medio interanual experimentado en el convenio colectivo aplicable o, en su defecto, en el correspondiente sector.

3. Se exceptúan de la norma general establecida en el apartado anterior los incrementos salariales que sean consecuencia de la aplicación estricta de las normas contenidas en disposiciones legales y convenios colectivos sobre antigüedad y ascensos reglamentarios de categoría profesional.

No obstante, la referida norma general será de aplicación cuando dichos incrementos salariales se produzcan exclusivamente por decisión unilateral de la empresa en virtud de sus facultades organizativas.

Quedarán asimismo exceptuados, en los términos contenidos en el párrafo anterior, aquellos incrementos salariales que deriven de cualquier otro concepto retributivo establecido con carácter general y regulado en las citadas disposiciones legales o convenios colectivos.

4. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en ningún caso se computarán aquellos incrementos salariales que excedan del límite establecido en el apartado 2 del presente artículo y que hayan sido pactados exclusiva o fundamentalmente en función del cumplimiento de una determinada edad próxima a la jubilación.

5. A efectos del cálculo de la base reguladora de la pensión de jubilación en las situaciones de pluriempleo, las bases por las que se haya cotizado a las diversas empresas se computarán en su totalidad, sin que la suma de dichas bases pueda exceder del límite máximo de cotización vigente en cada momento.
6. Por los períodos de actividad en los que no se hayan efectuado cotizaciones por contingencias comunes, en los términos previstos en el artículo 112 bis, a efectos de determinar la base reguladora de las prestaciones excluidas de cotización, las bases de cotización correspondientes a las mensualidades de cada ejercicio económico exentas de cotización, no podrán ser superiores al resultado de incrementar el promedio de las bases de cotización del año natural inmediatamente anterior en el porcentaje de variación media conocida del IPC en el último año indicado más dos puntos porcentuales.
En la regulación actual de la situación de pluriempleo a efectos del percibo de la prestación de jubilación contributiva, se ha derogado la exigencia de que existiera continuidad en la situación de pluriempleo durante los diez anos inmediatamente anteriores al hecho causante.

- Disposición Adicional Vigésima. Consideración de los servicios prestados en segundo puesto o actividad a las Administraciones Públicas.

En los supuestos de compatibilidad entre actividades públicas, autorizada al amparo de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, los servicios prestados en el segundo puesto o actividad no podrán ser computados a efectos de pensiones del sistema de la Seguridad Social, en la medida en que rebasen las prestaciones correspondientes a cualquiera de los puestos compatibilizados, desempeñados en régimen de jornada ordinaria. La cotización podrá adecuarse a esta situación en la forma que reglamentariamente se determine.
El artículo 7.3 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre establece los requisitos necesarios para autorizar la compatibilidad de actividades públicas en materia de remuneración, y los límites en materia de cómputo de trienios  y otros derechos pasivos.

La Disposición Adicional Vigésima de la Ley General de la Seguridad Social enfrenta la concreta situación de aquellas personas que, prestando servicios dentro de la Administración Pública, inicia una nueva prestación de servicios compatible en el mismo sector público, señalando que los servicios prestados en el segundo puesto o actividad no podrán ser computados a efectos de pensiones del sistema de la Seguridad Social, en la medida en que rebasen las prestaciones correspondientes a cualquiera de los puestos compatibilizados, desempeñados en régimen de jornada ordinaria.
Finalmente, el último párrafo de la Disposición Adicional Vigésima, hace una remisión a la articulación reglamentaria de la cotización que se deba adecuar a esta situación peculiar, remisión también contemplada en el artículo 7.3 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre. Efectivamente, otra solución resultaría poco equitativa, pues de la propia disposición se deriva una cotización “perdida” que debería ser tenida en cuenta. No obstante, el desarrollo reglamentario que se exige para la operatividad de la norma, no se ha producido, hecho éste que, sin embargo, no ha dado lugar a pronunciamientos judiciales.

- Disposición Adicional Trigésima Octava. Efecto de las cotizaciones superpuestas en varios regímenes en orden a las pensiones de la Seguridad Social. 
Cuando se acrediten cotizaciones a varios regímenes y no se cause derecho a pensión a uno de ellos, las bases de cotización acreditadas en este último en régimen de pluriactividad, podrán ser acumuladas a las del Régimen en que se cause la pensión, exclusivamente para la determinación de la base reguladora de la misma, sin que la suma de las bases pueda exceder del límite máximo de cotización vigente en cada momento.
Como se aprecia del tenor literal de esta Disposición Adicional, la misma se sitúa en el contexto de la pluriactividad y no al del pluriempleo y el ámbito de aplicación de la misma se refiere a todas “las pensiones de la seguridad social” y no solo a alguna de ellas en particular.
2.- Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, por el que se aprueba el Reglamento General sobre Inscripción de Empresas, Afiliación, Altas y Bajas y Variaciones de Datos de Trabajadores en la Seguridad Social que, en los artículos que se señalan a continuación, se refiere en las materias que regula, también, al pluriempleo y a la pluriactividad, disponiendo lo siguiente:
- Artículo 7. El alta en los Regímenes del sistema de la Seguridad Social

1. Mediante el acto administrativo de alta, la Tesorería General de la Seguridad Social reconoce a la persona, que inicia una actividad o se encuentra en una situación conexa con la misma, su condición de comprendida en el campo de aplicación del Régimen de la Seguridad Social que proceda en función de la naturaleza de dicha actividad o situación, con los derechos y obligaciones correspondientes.
2. El alta en alguno de los Regímenes de la Seguridad Social es obligatoria para las personas comprendidas en el sistema de Seguridad Social en su modalidad contributiva.

3. El cumplimiento de la obligación de solicitar el alta o practicarla de oficio, determinando en todo caso el Régimen en que el interesado quedará encuadrado en razón de su actividad, corresponde a las personas, entidades o servicios que se determinan en los artículos 29 y siguientes de este Reglamento y se practicará en la forma y condiciones que en los mismos se establecen.

4. Cuando una persona ejerciere simultáneamente distintas actividades o la misma actividad pero en condiciones o en formas diversas que dieren lugar a su inclusión en diferentes Regímenes del sistema de la Seguridad Social o en el mismo Régimen por cuenta de más de una persona, su encuadramiento será múltiple, constituyendo las situaciones de pluriactividad y de pluriempleo respectivamente.

1. A efectos de lo previsto en este Reglamento se considerará pluriactividad la situación del trabajador por cuenta propia y/o ajena cuyas actividades den lugar a su alta obligatoria en dos o más Regímenes distintos del sistema de la Seguridad Social.

2. A los mismos efectos, se entenderá por pluriempleo la situación del trabajador por cuenta ajena que preste sus servicios profesionales a dos o más empresas distintas y en actividades que den lugar a su alta en un mismo Régimen de la Seguridad Social.

5. Únicamente podrá optarse entre diversos Regímenes del sistema de la Seguridad Social, para su alta en uno de ellos, en los casos en que se reconozca expresamente tal opción, con el alcance y en las condiciones fijadas en la norma que la establezca.
- Artículo 41. De la pluriactividad, pluriempleo y opción previa a la inclusión en diversos Regímenes.

1. Deberán solicitarse tantas altas y bajas de quienes se hallen en la situación de pluriactividad que se determina en el artículo 7.4.1 cuantos sean los regímenes en que se encuentren comprendidos, realizándose por las personas y en las formas y condiciones generales establecidas en los artículos 29 y siguientes de este Reglamento.

En el supuesto de realización simultánea de dos o más actividades que den lugar a la inclusión en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, el alta en dicho Régimen, así como la cotización a éste, serán únicas y se practicarán en los términos indicados por los artículos 46.3 y 47.4.4 de este Reglamento.

En todo caso, si una de las actividades determinase la inclusión en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios, el alta se practicará por dicha actividad.

Las Direcciones Provinciales de la Tesorería General de la Seguridad Social y las Administraciones de la Seguridad Social de ellas dependientes podrán pedir, a estos efectos, informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

2. Los empresarios que conozcan la situación de pluriempleo de sus trabajadores que se determina en el apartado 4.2 del artículo 7 de este Reglamento comunicarán las altas y las bajas de los mismos, con mención expresa de la existencia de dicha situación y declaración de las retribuciones del trabajador para que por parte de las entidades gestoras y la Tesorería General de la Seguridad Social se realicen de oficio las actuaciones que procedan a efectos de cotización y de protección.
Los propios trabajadores en situación de pluriempleo están asimismo obligados a comunicar tal situación a los respectivos empresarios y a la Dirección provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social o Administración de la misma para que por ésta se inicien de oficio las actuaciones que procedan.
3. Para la afiliación y alta de socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado, el obligado al cumplimiento de dichas obligaciones, además de la documentación exigida con carácter general, deberá acompañar certificado de inscripción de la cooperativa en el registro correspondiente y copia de los estatutos en los que conste la opción de aquélla entre la asimilación de tales socios a trabajadores por cuenta propia o a trabajadores por cuenta ajena a efectos de su encuadramiento en los Regímenes del sistema de la Seguridad Social.

4. En las cooperativas en las que existan socios de trabajo o socios trabajadores asimilados a trabajadores por cuenta ajena cuya actividad se realice a tiempo parcial, deberá aportarse copia de los estatutos, del reglamento de régimen interno o certificación del acuerdo de la Asamblea o del Consejo Rector, en el que deberá figurar el número de horas de trabajo al día, a la semana, al mes o al año, la distribución horaria y su concreción mensual, semanal y diaria, con determinación de los días en los que los socios trabajadores o de trabajo deberán prestar servicios.

Se considerará que los mismos realizan su actividad a tiempo parcial cuando las horas de trabajo al día, a la semana, al mes o al año, sean inferiores al 77 % de la jornada a tiempo completo fijada en el convenio colectivo aplicable en el sector de actividad y ámbito geográfico de la cooperativa o, en su defecto, de la jornada laboral ordinaria máxima legal.
· Artículo. En el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos. Cobertura de determinadas contingencias. 

 1. La protección de la incapacidad temporal derivada de contingencias comunes y de las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales por los trabajadores comprendidos en el campo de aplicación de este Régimen Especial se efectuará con arreglo a las peculiaridades señaladas en los apartados siguientes, sin perjuicio de las establecidas especialmente en el artículo 47 bis respecto a los que estén incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios.

2. La cobertura de la prestación económica por incapacidad temporal derivada de contingencias comunes en este Régimen Especial tendrá carácter obligatorio, sin perjuicio de lo previsto en el apartado siguiente, y se deberá formalizar con una mutua de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social, que estará obligada a aceptar toda propuesta de adhesión que se le formule a tal efecto, conforme a lo previsto en los artículos 74 y 75 del Reglamento General sobre Colaboración de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre.

3. Los trabajadores autónomos que tengan cubierta la prestación por incapacidad temporal en otro régimen del sistema de la Seguridad Social en el que también se encuentren en alta podrán, en tanto se mantenga su situación de pluriactividad, acogerse voluntariamente a la cobertura de dicha prestación en este Régimen Especial así como, en su caso, renunciar a ella.
Lo indicado en el párrafo anterior no será de aplicación a los trabajadores autónomos que, aun encontrándose en situación de pluriactividad con alta en otro régimen, tengan la condición de económicamente dependientes o desempeñen actividades en que la cobertura de las contingencias profesionales resulte obligatoria por su mayor riesgo de siniestralidad.
La opción y la renuncia a la protección de la incapacidad temporal se efectuarán con arreglo a las siguientes normas:

1ª La opción en favor de dicha cobertura, que habrá de formalizarse con una mutua de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social en los términos señalados en el apartado 2, podrá realizarse en el momento de causar alta en este Régimen Especial y sus efectos coincidirán con los de dicha alta.

De no ejercitarse la opción a que se refiere el párrafo anterior, estos trabajadores podrán optar por acogerse a dicha protección mediante solicitud por escrito que deberá formularse antes del 1 de octubre de cada año, con efectos desde el día 1 de enero del año siguiente.

Los derechos y obligaciones derivados de la opción en favor de la cobertura de la prestación por incapacidad temporal serán exigibles durante el período de un año natural, que se prorrogará automáticamente por períodos de igual duración.

2ª La renuncia a la cobertura de la prestación de incapacidad temporal podrá realizarse, mediante solicitud por escrito, en los siguientes supuestos:
a) Con carácter general, antes del 1 de octubre de cada año, con efectos desde el día 1 de enero del año siguiente.

b) Cuando la situación de pluriactividad se produzca con posterioridad al alta en este Régimen Especial, dentro de los 30 días siguientes al del alta por la nueva actividad, con efectos desde el día primero del mes siguiente al de la renuncia. En otro caso, será de aplicación lo dispuesto en el apartado a).
c) Cuando los trabajadores dejen de reunir los requisitos para ostentar la condición de económicamente dependientes o de desempeñar una actividad con alto riesgo de siniestralidad, permaneciendo en alta en este Régimen Especial, con efectos desde el primer día del mes siguiente a aquel en que se haya extinguido el respectivo contrato o en que haya finalizado la referida actividad, siempre que la variación de datos correspondiente se comunique dentro de plazo; en otro caso, la cobertura se mantendrá hasta el último día del mes en que produzca efectos la referida variación, en los términos previstos por el artículo 37.3 de este Reglamento.

La renuncia realizada en los supuestos anteriores no impedirá ejercer nuevamente la opción por esta cobertura, siempre que haya transcurrido, como mínimo, un año natural desde que tuvo efectos la renuncia anterior.

3ª En los supuestos de cambio de mutua de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, los efectos de la opción por esta cobertura o de la renuncia a ella tendrán lugar desde el día primero del mes de enero del año siguiente al de la formulación de la correspondiente opción o al de presentación de la renuncia.

Cuando en la fecha de efectos de la opción y de la renuncia a que se refieren las reglas anteriores, o bien del cambio de mutua a que se refiere el párrafo anterior, el trabajador se encontrase en situación de incapacidad temporal, tales efectos se demorarán al día primero del mes siguiente a aquel en que se produzca el alta médica.

4ª La cobertura de la prestación por incapacidad temporal, se encuentren o no acogidos los trabajadores a ella, pasará a ser obligatoria en los siguientes supuestos:

a) Cuando finalice la situación de pluriactividad con mantenimiento del alta en este Régimen Especial, con efectos desde el día primero del mes en que cese la pluriactividad.
b) Cuando los trabajadores pasen a ostentar la condición de económicamente dependientes o a desempeñar una actividad profesional con elevado riesgo de siniestralidad, con efectos desde el día primero del mes en que se reúna tal condición o se haya iniciado la referida actividad profesional.

4. La cobertura de las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales en este Régimen Especial se efectuará con arreglo a las siguientes normas:

1ª La protección tendrá carácter voluntario, excepto para los trabajadores autónomos económicamente dependientes y para aquellos que estén obligados a formalizar su cobertura por desempeñar una actividad profesional con un elevado riesgo de siniestralidad.

La formalización de esta cobertura habrá de efectuarse con la misma mutua con la que se haya formalizado o se formalice la protección de la prestación económica por incapacidad temporal.

2ª La opción en favor de esta cobertura, la renuncia a ella y, en su caso, su conversión en obligatoria tendrán lugar en la forma, plazos y con los efectos establecidos en el apartado 3 respecto a la prestación económica por incapacidad temporal, a excepción de las normas 2ª b) y 4ª a) de dicho apartado.

3ª En los supuestos en que, de conformidad con el apartado 3, se opte por la protección de la prestación por incapacidad temporal también se podrá optar por la de las contingencias profesionales, cuyos efectos coincidirán con los de la cobertura de dicha prestación. De no haberse ejercido simultáneamente ambas opciones, la protección de las contingencias profesionales se podrá solicitar antes del 1 de octubre de cada año, con efectos desde el día 1 de enero del año siguiente.

En estos casos, la renuncia a la cobertura de la prestación por incapacidad temporal supondrá en todo caso la renuncia a la de las contingencias profesionales, sin que la renuncia a ésta implique la renuncia a la protección por incapacidad temporal, salvo que así se solicite expresamente.

4ª En el caso de trabajadores que realicen varias actividades que den lugar a una única inclusión en este Régimen Especial, a que se refiere el artículo 46.3, la cobertura de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se practicará por aquella de sus actividades a la que resulte aplicable el tipo de cotización más alto entre los recogidos en la tarifa de primas vigente.
2.- Real Decreto2064/1995, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social que, en el artículo que se señala a continuación, se refiere, también, al pluriempleo y a la pluriactividad, disponiendo lo siguiente:
· Artículo. Límites absolutos, máximo y mínimo, y límites relativos de la base de cotización. Pluriempleo y pluriactividad 

Las bases de cotización al sistema de la Seguridad Social no podrán ser superiores al límite máximo absoluto establecido.

La cuantía del referido límite máximo será la fijada para cada  ejercicio económico por la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.

Dicho límite máximo de las bases de cotización será único para todas las actividades, categorías profesionales y contingencias comprendidas en el Régimen o en los Regímenes de que se trate y se aplicará cualquiera que sea el número de horas trabajadas, incluidos los supuestos de pluriempleo, pero no los de pluriactividad.
En los supuestos de pluriempleo, el límite máximo absoluto se distribuirá entre todos los sujetos de la obligación de cotizar en proporción a las retribuciones abonadas en cada una de las empresas en que preste sus servicios el trabajador en situación de pluriempleo o conforme al criterio que determine el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sin que, respecto de las contingencias comunes, la fracción del tope máximo que se asigne a cada empresa o sujeto obligado pueda ser superior a la cuantía de la base máxima de la categoría profesional del trabajador a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.
A los efectos, previstos en este Reglamento, se entenderá por  pluriempleo la situación del trabajador por cuenta ajena que preste sus servicios profesionales a dos o más empresarios distintos y en actividades que den lugar a su alta obligatoria en un mismo Régimen de la Seguridad Social.

A los mismos efectos, se entenderá por pluriactividad la situación del trabajador por cuenta propia y/o ajena cuyas actividades den lugar a su alta obligatoria en dos o más Regímenes distintos del sistema de la Seguridad Social.
Las bases de cotización en los Regímenes y para las contingencias. a que se refiere este Reglamento tendrán como límites mínimos, salvo disposición expresa en contrario, la cuantía íntegra de los salarios mínimos interprofesionales vigentes en cada momento, incrementados en un sexto.

Las cuantías de los límites mínimos de las bases de cotización serán las fijadas para cada ejercicio económico y se revisarán, en todo caso, cuando se incrementen o disminuyan los importes del salario mínimo interprofesional en función de la edad de los trabajadores.

Los límites mínimos de las bases de cotización serán aplicables para todas las actividades, categorías profesionales y contingencias incluidas en el Régimen de que se trate, con independencia del número de horas que trabajen o realicen su actividad los sujetos por los que exista obligación de cotizar, salvo cuando éstos se encuentren vinculados por contratos de trabajo o incursos en una relación jurídica conexa con el trabajo, respecto de los cuales, por disposición legal se establezca expresamente otra cosa.

En los supuestos de pluriempleo, los límites mínimos absolutos se prorratearán asimismo entre todas las empresas y demás sujetos de la obligación de cotizar afectados en proporción a las retribuciones percibidas en cada una de ellas por el trabajador o conforme al criterio determinado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
Los límites relativos de las bases de cotización están constituidos por las cuantías mínimas y máximas o únicas fijadas en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado para cada grupo de categorías profesionales o actividades en cada ejercicio económico, en relación con las contingencias y situaciones protegidas por el Régimen en que resulten aplicables.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social adecuará, en función de los días y horas trabajados, los límites mínimos absolutos y las bases mínimas fijadas para cada grupo de categorías profesionales en relación con los supuestos en que, por disposición legal, se establezca expresamente la cotización por días y por horas, con sujeción, en su caso, a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo anterior.
4- Por último, la Orden TIN 41/2009, de 20 de enero,  por la que se desarrollan las normas de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional, contenidas en la Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2009, en materia de pluriempleo y pluriactividad, dispone lo siguiente: 

- Artículo 9.- Cotización en la situación de pluriempleo.
1. Cuando el trabajador se encuentre en situación de pluriempleo se aplicarán las siguientes normas:

a) Para las contingencias comunes:

Primera. El tope máximo de las bases de cotización, establecido en 3.166,20 euros mensuales, se distribuirá entre todas las empresas en proporción a la remuneración abonada al trabajador en cada una de ellas.

Segunda. Cada una de las empresas cotizará por los conceptos retributivos computables que satisfaga al trabajador, con el límite que corresponda a la fracción del tope máximo que se le asigne.

Tercera. La base mínima correspondiente al trabajador, según su categoría profesional, se distribuirá entre las distintas empresas y será aplicada para cada una de ellas en forma análoga a la señalada para el tope máximo. Si al trabajador le correspondieran diferentes bases mínimas de cotización por su clasificación laboral se tomará para su distribución la base mínima de superior cuantía.

b) Para las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales:

Primera. El tope máximo de la base de cotización, establecido en 3.166,20 euros mensuales, se distribuirá entre todas las empresas en proporción a la remuneración abonada al trabajador en cada una de ellas.

Segunda. El tope mínimo de cotización se distribuirá entre las distintas empresas y será aplicado para cada una de ellas en forma análoga a la señalada para el tope máximo.

Tercera. La base de cotización será para cada empresa la que resulte conforme a lo señalado en el artículo 1, con los límites que se le hayan asignado, según las normas anteriores.

2. En el supuesto de que uno de los empleos conlleve la inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social en los términos indicados en el artículo 97. 2. k) del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social y en artículo 21. 2 de la Ley 4/1997, de 24 de marzo , de Sociedades Laborales, la distribución del tope máximo correspondiente a las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales sólo se efectuará al objeto de determinar las cuotas correspondientes a las contingencias comúnmente protegidas por ambas modalidades de inclusión, así como los demás conceptos de recaudación conjunta. A tal fin, se efectuará una doble distribución del tope máximo de cotización citado, una de ellas para determinar la cotización por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, así como para Formación Profesional, y la otra para determinar la cotización por Desempleo y para el Fondo de Garantía Salarial.

3. Los prorrateos indicados en los apartados anteriores se llevarán a cabo a petición de las empresas o trabajadores afectados o, en su caso, de oficio, por las direcciones provinciales de la Tesorería General de la Seguridad Social o sus administraciones. La distribución así determinada tendrá efectos a partir de la liquidación de cuotas que corresponda al mes en que se acredite la existencia de la situación de pluriempleo, salvo que se trate de períodos en los que hubiera prescrito la obligación de cotizar.
4. Las direcciones provinciales de la Tesorería General de la Seguridad Social o sus administraciones, de oficio o a instancia del trabajador o empresario afectados, podrán rectificar la distribución entre las distintas empresas, efectuada conforme a lo dispuesto en el apartado 1, cuando de acuerdo con dicha distribución se produzcan desviaciones en las bases de cotización resultantes.
- Artículo  37. Cotización en la situación de pluriempleo.
Cuando el trabajador preste sus servicios en dos o más empresas en régimen de contratación a tiempo parcial, cada una de ellas cotizará en razón de la remuneración que le abone. Si la suma de las retribuciones percibidas sobrepasase el tope máximo de cotización a la Seguridad Social, éste se distribuirá en proporción a las abonadas al trabajador en cada una de las empresas.
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